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SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 32 minutos) 


En primer término queremos agradecer la presencia de 
los señores miembros de la Cámara de: la Construcción y de 
la Liga de la Construcción que hoy nos acompañan a efectos 
de tratar el proyecto de ley originado en principio por ini- 
ciativa del Sindicato Unico de la Construcción y ramas afi- 
nes. Los proyectos relativos a este tema llegaron a la Comi- 
sión respectiva del Senado y fueron instrumentados a fin 
de darles estado parlamentario, contando con la firma de 
varios señores Senadores. 


Concedemos el uso de la palabra a los señores invitados, 
a fin de conocer sus puntos de vista sobre estos aspectos. 


SEÑOR USERA.- Agradecemos la ¡invitación que nos ha hecho 
esta Comision del Senado. 


En primer lugar, debo manifestar que previo a este pro- 
yecto presentado por el Sindicato Unico de la Construcción 
había otro cuya autoría correspondía al señor Senador Lacalle 
Herrera. Este último, esencialmente, recoge conceptos coinci- 
dentes con una estructura más simple y más ajustada con lo 
que fue el acuerdo sectorial de trabajadores y empresarios 
de la construcción. Cabe decir que esta iniciaiiva cuenta 
con el apoyo tanto del sector de empresarios como del de 
los trabajadores, aunque en la versión articulada del proyec- 
to presentado posteriormente por el Sindicato Unico de la 
Construcción existan algunos aspectos que no compartimos. 


En «síntesis, lo que pretendia la iniciativa acordada 


en el sector era crear un amparo --de allí el término que 
recoge el proyecto del señor Senador Lacalle Herrera-- para 
aquellos casos en los que existiendo una gran movilidad en 
la construcción, debido a las características de las obras 
y a la movilidad de las empresas en el territorio, se produ- 
cian ceses por contratos ea término, una vez concluida la 
etapa de obra que implicaba determinada especialidad, o tam- 
bién terminada la obra en sí misma. Esta situación hace que 
el trabajador de la construcción se vea sistemáticamente 
cambiando de obras en períodos intercalados, y entre que 
termina una y empieza otra tiene intervalos de cese. Enton- 


ces, el objetivo acordado con el sector era de instaurar 


un fondo que permitiera amparar este tipo de situación. , 
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El proyecto por el que nos reunimos hoy, en una oportuni- 
dad anterior fue considerado como de autoría del señor Sena- 
dor Lacalle Herrera. En lo que hace al suscrito por numerosos 
señores Senadores, debemos decir que él nos merece algunas 
observaciones que señalaremos ordenadamente, siguiendo el 
articulado a fin de facilitar su comprensión. En ese sentido, 
con respecto al proyecto presentado por varios señores Sena- 
dores debemos manifestar que su artículo 12 no nos merece 
observaciones sustanciales. 


En un principio, entendimos que era más conveniente para 
un tema con las características de éste --que en cierta 
manera es innovador para nuestro pais y ha dado un modelo 
de propuesta legislativa más simple-- el proyecto presentado 
por el señor Senador Lacalle Herrera, ya que éste deja más 
campo en la reglamentación del proyecto, porque indudablemen- 
te será necesario hacer ajustes que la vía legislativa hace 


más difíciles. 


Esta es una iniciativa que no tiene antecedentes en nues- 
tro pais, pero sí en el exterior, donde ha generado dificul- 
tades en su aplicación debido, justamente, a los ajustes 


posteriores. 


Quiere decir que, globalmente, desde el punto de vista 
de los conceptos y comparativamente hablando del proyecto 
presentado por el señor Senador Lacalle Herrera, entendemos 
que él es favorable, ya que inicialmente delega la labor 
del decreto reglamentario en una parte sustancial, que no 
hace a crear el fondo en sí mismo. Eso nos parece prudente 
us además, la experiencia en Argentina y Brasil donde existen 
regímenes análogos en algunas áreas, nos dice que las difi- 


cultades que se presentaron para modificarlo han conducido 


a severos perjuicios. 


En el Capítulo 1, sobre Administración, se alude a una 
Comisión Honoraria Bipartita, pero en realidad se propone 
una Comisión Tripartita. En ese sentido, entendemos que debe 
ser esta última. No parece pertinente la forma de constitu- 
ción propuesta. En puridad, sería preferible una constitu- 
ción tripartita. En cuanto a la forma de designación que 
se propone, ello no ofrece inconvenientes. 


En lo que respecta al literal b) de este artículo 32, 
no entendemos procedente que un servicio público creado por 
ley sea considerado como sujeto de derecho privado. Para 
el caso de que se considerare indispensable acordarle perso- 
nería jurídica, debería tratarse de una persona pública no 


estatal. 
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En cuanto a las resoluciones de que habla el artículo 
42, entendemos que sería conveniente que para el caso de 
empate debería bastar el voto del Presidente, a efectos de 
promover un funcionamiento más normal. La competencia que 
se da a la Universidad de la República para resolver en el 
tema como árbitro, incuestionablemente no parece oportuno. 


Con respecto al artículo 5%, pensamos que estos Consejos 
Paritarios de Empresas no son necesarios para esta cuestión 
y así se ve en la designación del cometido posterior. Se 
trata de un tema de otra entidad y que tal vez pueda tener 
éste como un cometido complementario. No obstante, debería 
ser objeto de un estudio separado, pero en el sector aún 
no ha sido acordado o establecido como una forma conveniente 
de organización de las relaciones laborales. Actualmente, 
el sector tiene un largo recorrido para cumplir a nivel de 
las organizaciones sectoriales, profesionales, de mayor esca- 
la y, en ese sentido, las Comisiones Paritarias por Empresas 
no han sido operativas. 


En cuanto al artículo 62 que refiere a las competencias 
de la Comisión Administradora, entendemos --si bien no hay 
discrepancias-- que buena parte de lo que allí se expresa 
está definido como decreto reglamentario. 


En particular, nos oponemos a la última frase del literal 
£), que dice: "La Comisión deberá dar curso, sin otro trámi- 
te, a toda solicitud de inspección, avaluación u otras medi- 
das similares, que formulen tanto el sector de representantes 
patronales u obreros". Leído esto dentro de las potestades 
sancionatorias que tiene posteriormente asignadas, parece 
algo sumamente peligroso. 


En cuanto al literal g) reiteramos aquí los conceptos 
expresados anteriormente. Es decir, nos oponemos a la crea- 
ción de Comisiones Bipartitas exclusivamente para este fin. 


Con respecto al destino de los recursos superavitarios, 
entendemos que no debe ser utilizado para la creación de 
nuevos sevicios sino, en todo caso, a abatir el costo de 
los propios servicios. 


En lo que refiere al artículo 11, "De la sanción por 
incumplimiento de la obligación de afiliación", creemos que 
no debe ser objeto de duplicación. En este proyecto se dupli- 
can los mecanismos legales existentes. Estos fondos se verti- 
rían al Banco de Previsión Social, el que tiene ya mecanismos 
de recaudación. Reiteradamente se crean instrumentos que 


duplican los de control ya existentes, que duplican a su. 
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vez las declaraciones y las formas de control. La práctica 
dice que existe ya un mecanismo de control y de sanción del 
incumplimiento que entendemos debe ser aplicado. Ahora, si 
en algún sentido falla, debería rectificarse el existente. 
No tiene razón de ser el crear dos estructuras paralelas 
que tienden al mismo fin, como ser la recaudación, cuando 
se vaa recaudar, en un mismo lugar. 


Reitero que no tiene sentido crear dos mecanismos de 
inspección para una misma recaudacion. 


Por otra parte, el tema de los beneficiarios y de las 
empresas recaudadoras, en nuestra opinion, merece una distin- 
cion especial. 


El proyecto del señor Senador Lacalle Herrera y el acuer- 
do inicialmente establecido, contemplaban como beneficiarios 
a los trabajadores actualmente amparados por la Ley N2 14,411. 
El objetivo era atender a aquellos que estaban afectados 
por la movilidad del contrato laboral. En el caso de los 
trabajadores que se desempeñan en la fabricación de productos 
para la construcción, la movilidad no es mayor que en cual- 
quier otra rama de la actividad industrial. El tema de la 
movilidad ocurre por las características singulares de 
la obra; es un hecho que va transitando en el tiempo, cam- 
biando las especializaciones necesarias y, además, despla- 
zándose en el espacio. Esa es la generación de la movilidad 
en el sector. Pero esto no es asi, por ejemplo, en los talle- 
res de fabricación de aberturas, de productos del vidrio 
o de ladrillos. Allí el tema de la movilidad y de la frecuen- 
cia del cese es totalmente distinta. En consecuencia, este 


amparo más bien carece de sentido en el caso de este otro. 


tipo de beneficiario. 


Finalmente, los montos que se prevén en un proyecto y 
en otro y los costos emergentes que se agregan, son radical- 
mente distintos como consecuencia de este hecho, cual es 
el número de beneficiarios. En este caso se van agregando 
beneficiarios que no tienen el daño que se pretende amparar. 


Obviamente, esta observación inicial afecta a muchos 
de los artículos subsiguientes; estan todos vinculados a 
este tema. 


Por otro lado, en lo que refiere a las definiciones esta- 
blecidas en los artículos 14 y 15 estas no son cuestionadas. 


En lo que refiere al artículo 16, "Del Registro de Traba- 
jadores de la Construcción", debemos decir que ya existe 
un registro. En este sentido, no entendemos conveniente mul- 
tiplicar registros para fines especificos. En consecuencia, 
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nos oponemos a otra forma más de registro; preferiríiamos 
perfeccionar el existente. 


En las duplicaciones a que hacía referencia, puedo decir 
que hay varias. Aparte de ésta, está la de Registro de Empre- 
sas. En este sentido, nosotros ya nos registramos ante el 
mismo organismo recaudador. 


Parecería que la duplicación de nuevos registros para 
un mismo organismo recaudador y para verter aportes bajo 
la misma forma, sólo conlleva a fomentar el aparato burocra- 
tico y a hacer las cosas más difíciles. Eso está en el ar- 
tículo 92. 


El artículo 10 se refiere al certificado de situación 
regular y podemos decir que con esto ocurre lo mismo. Las 
empresas obtenemos el certificado de situación regular cuando 
cumplimos nuestras obligaciones ante el Banco de Previsión 
Social. Duplicar este certificado por un incumplimiento ante 
el mismo organismo o por alguna otra causa, tampoco parece 
tener sentido. 


Las sanciones por incumplimiento, que se establecen 
en el artículo 11 de este proyecto, también están previstas; 
ya existen mecanismos de sanción por “incumplimiento y son 
análogos a los propuestos. Por otra parte, la recaudación 
es siempre única, porque aportamos bajo ese régimen. 


Reitero, pues, que todos estos mecanismos de duplicación 
sólo llevan a hacer más engorrosos los procedimientos de 
recaudación y de comprobación del cumplimiento de pago. Por 
eso creemos que no sólo son innecesarios, sino también incon- 
venientes. 


Con respecto al monto, si definimos cuál es el beneficio 
a otorgar y quiénes los beneficiarios, el mismo es totalmente 
distinto. Además, entendemos que no es conveniente que legis- 
lativamente se fije el monto de la aportación, ya que resulta 
sumamente difícil ajustarlo cuando se hace imprescindible 
en función de otras variables. 


En este tema voy a leer directamente el informe, porque me parece 
importante. Dice asi: "El monto de los recursos necesarios para la finan- 
ciación del nuevo servicio habrá de depender de la extensión del número 
de los beneficiarios, de la extensión del amparo a servir y también del 
volumen administrativo del servicio a crearse". Creo que en esta materia 
nadie puede tener una clara certeza de cuáles serán las erogaciones nece- 
sarias para poder atender el servicio. Obviamente, esto dependerá de 
lo que se recaude y no sabemos si el 43 será suficiente, excesivo o no 
alcanzará, porque no hay antecedentes en la materia. 
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Señalamos esto, porque entenemos que debe fijarse en 
forma muy cuidadosa y brindando cierta flexibilidad, poster- 
gando de alguna manera la organización definitiva. 


En el caso de que el aporte finalmente se estableciera 
en esta cifra del 8.5% que se propone en este proyecto, _que- 
remos señalar que el aumento de costos representaría un 
incremento muy importante con respecto a las previsiones 
actuales y se trata de una cifra que excedería groseramente 
lo necesario. 


En cuanto al pago de aportes se darían duplicaciones, 
como ya lo hemos dicho. 


Con respecto a la versión de la recaudación, se prevé 
que los recursos recaudados correspondientes a esta ley 
se deben verter, por el Banco de Previsión Social, dentro 
de las cuarenta y ocho horas. Entendemos que el Estado no 
es Capaz de esto. 


En lo que tiene que ver con la falta de pago, se prevén 
sanciones. 


En resumen, en la parte instrumental hay problemas  bas- 
> . , 
tante evidentes y entendemos que, incluso, convendria no 
legislar sobre materias de este tipo. 


También se crea una tasa de aportación especial equiva- 
lente al triple de la ordinaria, para las relaciones de traba- 
jo inferiores a cien jornales. Creemos que no es posible 
sancionar el periodo de prueba, que es habitual en toda la 
industria en los contratos del personal. No es razonable 
suponer que el empresario debera asumir un costo especial 
por el periodo de prueba. Eso resultaría inconveniente, 
incluso para las relaciones laborales. En una parte del in- 
forme se expresa que no se pretende crear, a través de este 
mecanismo, una modificación de la ley de despido. No se busca 
reducir el lapso en el que se configura el periodo de prueba 
y en el que no se genera indemnización por despido. Ambas 
cosas se alteran con este mecanismo. 


El artículo 32, establece la duración minima de la rela- 
ción de trabajo en un mes para los trabajadores mensuales 
y en veintidos jornales para los jornaleros, alterando el 
régimen actual de los cien días. De esta forma se modifica 
sustancialmente el criterio sostenido a partir de la creación 
del régimen de amparo. En los artículos 31 y 37 se plantea 
el tema del cese por motivos imputables al trabajador y por 
decisión arbitraria de la empresa. Entendemos que la Comisión 
no puede sustituir al Poder Judicial, sino que debe actuar 
a posteriori y no debe dar la cosa por juzgada. 
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De acuerdo con el artículo 41, la responsabilidad por 
el déficit queda a cargo de la empresa cuando no hay culpabi- 
lidad, y esto no parece razonable porque la empresa hizo 
la aportación y si el organismo está desfinanciado por cual- 
quier otra razón, no es lógico que deba cubrir los déficit. 


Con respecto al Capítulo VI, Disposiciones Generales, 
como ya lo hemos dicho, los gastos de administración dependen 
del monto a recaudar y del modo de utilización, por lo que 
este tema no puede valorarse ahora. 


Las observaciones son, esencialmente, las que hemos mani- 
festado. 


Consideramos que es conveniente procurar una forma legis- 
lativa que tenga la mayor flexibilidad posible, porque se 
trata de un tema sobre el que no hay antecedentes en el Uru- 
guay y los que conocemos de otros paises como España, Brasil 
o Argentina, demuestran que la materia ha sido objeto de 
numerosos ajustes y que cuanto más especificas fueron las 
formas sobre las que se actuó, más inconveniente fue la apli- 
cación de un régimen de este tipo. 


El sector empresarial piensa que es adecuada la creación 
de un mecanismo de esta naturaleza, pero deben hacerse para 
respetar el acuerdo entre trabajadores y empresarios del 
sector, amparando aquellas situaciones en las que el cese 
es frecuente o es una condición del trabajador que opera 
en esta industria. Creemos que todo lo demás tiende a hacer 
más difícil y a acartonar situaciones que probablemente no son 
las más convenientes. 


SEÑOR RIOS.- En nombre de la Liga de la Construcción, 
quisiera hacer alguna puntualización con respecto a la posi- 
ción del arquitecto Usera. 


A raíz de la Ley de Unificación de Aportes, el sistema 
de aportación de la industria de la construcción se encuen- 
tra dividido en función de los trabajos que son efectuados 
en Obras --que se rigen por la Ley N2* 14.411-- y aquellos 
de taller o de apoyo a la obra, que están excluidos de la 
mencionada ley. Los sectores empresariales y de trabajadores, 
en alguna oportunidad, llegaron al acuerdo de prever filosó- 
ficamente un fondo de cesantía para los trabajadores que 
tenían una alta rotatividad o que debían cambiar frecuen- 
temente de lugar de trabajo, debido al tipo de labor cumpli- 
da. 
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Los otros sectores que integran nuestra institución, 
que están excluidos de la Ley de Unificación de Aportes, 
tienen un sistema de trabajo similar al de cualquier otra 
industria. El tema del despido y la indemnización, no ha 
ocasionado problemas diferentes a los de otra industria. 
Creemos, entonces, que cuando en este proyecto se involucra 
a todos los talleres, nos estamos apartando de lo que fue 
la filosofía original, que tenía por objeto cubrir los casos 
de aquellos trabajadores afectados directamente a la construc 
ción, y que por su movilidad o por trabajos a término o por 
obra determinada, pueden estar en una situación diferente a 
lo que es la de la industria en general. Este es un tema 
bastante especifico y claro, porque la industria de la cons- 
trucción, como industria en sí misma, es más amplia que aque- 
llas que están afectadas por la Ley N2 14.411. 


Las empresas no tienen la movilidad típica como la que posee 
el trabajador en obra, de la misma manera que no tienen la 
zafralidad ni la continuidad de este trabajador. 


En un memorándum que presentamos en julio ante la Comi- 
sión, en un compendio general de varios proyectos, hicimos 
una ¡introducción marcando los puntos y dando una visión glo- 
bal de la industria de la construcción. En ese memorandum 
realizamos un análisis pormenorizado de los distintos proyec- 
tos. En uno de los proyectos, el que se refiere al fondo 
de cesantía, figuraba lo establecido por el señor Senador 
Lacalle Herrera. 


Nuestra ¡institución comparte, en términos generales, 
lo expresado con respecto a estos asuntos. Sin embargo, quere 
mos manifestar que el fondo de cesantía sirve en la medida 
en que no esté acartonado, que no sea muy rigido y que no 
vaya a crear una fuente de despidos más que una de seguridad. 
Experiencias muy cercanas demuestran que los fondos de cesan- 
tía han sido usados como una generación de recursos por parte 
del propio trabajador para tener una masa de dinero. Enton- 
ces, creo que al sacar del proyecto todo lo que esté involu- 
crado en el régimen general de lo que es la industria, tam- 
bién estamos extrayendo una masa de problemas muy  ¡mportan- 
tes. No me parece que el fondo, filosóficamente, pueda ser 
útil para las actividades que no están incluidas en la Ley 
N2 14.411. ¿Por qué? Porque puede incentivar más que el per- 
feccionamiento y el adiestramiento del trabajador en la indus 
tria, la rotación en una rama de actividades que no existe. 
Generalmente, en los talleres los trabajadores tienen una 
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permanencia mayor que en la obra, por un problema de naturale 
Zá. 


Además, creemos que el costo es muy importante. Es necesa 
rio aclarar que ese tema ya está solucionado por el régimen 
general. No creemos que suplementar:o modificar la ley de 
despidos o el régimen general, a través de un fondo de cesan- 
tía, le haga bien al sector. Tal vez, podamos llegar a crear 
nuevos centros de conflicto más que centros de solución. 
Aquí se trata de buscar un fondo para aquel trabajador que 
debido a su rotación se queda sin el beneficio de la indemni- 
zación por despido. 


Por tal motivo, cuando habla de beneficiarios, deberíamos 
sacar a todos esos trabajadores, a toda esa rama de la activi 
dad que se involucra, que está dentro del régimen general 
y que tienen su campo de aplicación. Si en determinado 
momento es necesario cambiar ese sistema, se hará a través 
de leyes generales o cuando el Parlamento lo decida. 


De todas formas, reitero que no creemos que el fondo 


de cesantía sea el camino adecuado para ese tipo de trabajado 


Tes. 


En lo que tiene que ver con las actividades que están 


incluidas en la Ley N2 14.411, reitero que se afirma lo expre 


sado por el señor Presidente de la Cámara de la Const:zucción 
y, en especial lo que resultó ser una mala experiencia de 
nuestros paises vecinos con respecto al fondo. Aparentemente, 
no ha tenido la función social que en el momento de su crea- 
ción se intentó darle. 


Además, había otros aspectos a los que también deseaba 
referirme, tales como los relativos a la administración, 
el costo --recordemos que dentro de nuestra gremial también 
hay empresas afectadas, al igual que en la Cámara de la Cons- 
trucción, dentro del régimen de la Ley N2 14.411-- la adminis 
tración tripartita, para los cuales también rigen los mismos 
argumentos que expresaba el arquitecto Usera. Pero, en lo 
que tiene que ver con los beneficiarios que involucra nuestra 
gremial, creo que tendremos que hacer un "corte" y dejar 
solamente a las actividades que están vinculadas con la Ley 
de Aportes. Nuestra gremial entiende que esto es imprescindi- 
ble. Asimismo, pensamos que la unificación de aportes se 


debería ampliar a todas las otras ramas de la actividad vincu 
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ladas a la construcción. Pero, debemos manifestar que no 
podemos lograr ahora, ni por intermedio del fondo, que se 
vuelva a la Ley N2 13.893. Todo esto está previsto en un 
proyecto presentado, donde aparecen todos los motivos que 
nuestra gremial entiende que deben ser contemplados global- 
mente. Pero si tenemos una ley que establece que la industria 
esta dividida y que tiene problemas puntuales, si no cambia- 
mos todo el sistema, no podemos, por intermedio de un fondo, 
marcar géneros que no están previstos en la normativa. Consi- 
deramos que ello debe figurar en otra discusión. 


En lo que tiene que ver con el fondo, la filosofía es 
la de no superponer institutos, ni crear fuentes O lugares 
de mayor conflictividad o problematica, sino solucionar un 
problema que está en descubierto. Los que están cubiertos, 
tendrán que solucionarse por otra vía. 


SEÑOR OLAZABAL.- Señor Presidente: como es costumbre en este 
tipo de entrevistas que la Comisión hace con sus invitados, 
nunca se discute sus posiciones. Obviamente, se trata de 
escuchar opiniones y no de expresar las propias. Pero en 
este caso, y dejando la debida constancia de que no estoy 
manifestando una opinión, voy a anotar una pequeña contradic- 
ción. 


Se ha hablado sobre la forma de fijar los aportes, es 
decir, sea cual sea la solución definitiva, aparentemente, 
es opinión de los señores visitantes dejar librada, dentro 
de lo posible y con una máxima extensión, la reglamentación 
al Poder Ejecutivo. Al mismo tiempo, se reconoce que es muy 
difícil prever cuál va a ser el porcentaje de los aportes 
para cubrir determinadas prestaciones. También se dice que 
en el caso de que no alcance el dinero del sistema, las empre 
sas no tienen por qué ser culpables. A mi juicio, todos ellos 
son razonamientos lógicos, pero si los juntamos, ¿en qué 
quedaría esto? ¿En qué quedaría un aporte que no fuera deter- 
minado por la ley, o que no tuviera un mínimo o un máximo 
para cumplir una obligación, y que si después no alcanzan 
los aportes, las empresas no serian responsables? Esto por 
un lado. 


Por otra parte --y aprovechando la oportunidad que tene- 
mos de aprender sobre estos temas-- quisiera saber cuáles 
son los aspectos positivos y negativos, y cuál es la inciden- 
cia que ha tenido esto en Argentina y Brasil. En más de una 
oportunidad se ha hablado del problema que se ha generado, 
pero no sé si existe una valoración al respecto. 
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SEÑOR USERA.- Nosotros no tenemos certeza acerca de si el 
3.5% será un monto suficiente. Entendemos que sí, pero tal 
vez pueda ser un error. 


La razón de que propusiéramos de que el monto fuera fija- 
do por la vía del decreto era, precisamente, para darle fiexi 
bilidad y poderlo aumentar, en caso de que se apreciara que 
es insuficiente, o reducirlo si se entendiera que es exceden- 
tario. Fijado por ley, el ajuste de ese monto es mucho más 
engorroso. 


Yo hacía referencia al monto que genera un 3,5% y tengo 
idea de cuál es la masa salarial y cuánto genera el 8,58%; 
por consiguiente, sé cuánto es el 4% de eso. Conozco qué 
son esos organismos administradores en Argentina y en Brasil 
y el 43 del 8,5%, y aún el 4% del 3%, parece una cifra real- 
mente gigantesca para administrar el pago. 


Las asignaciones de montos correspondientes a la adminis- 
tración del Fondo, parecería conveniente que fueran objeto 
de un decreto reglamentario bajo un proyecto de inversión. 
Vamos a trabajar con la fijación de un monto del total recau- 
dado, que es muy variable en función del nivel de actividad 
del sector, tanto que no es así la movilidad de tarea dentro 
de la administración del Fondo. 


Estaba haciendo referencia a dos cosas distintas. Una 
cosa es la tasa de aportacion y otra, el porcentaje destinado 
a gastos de gestion. 


En cuanto a la tasa de aportación nos parece más prudente 
que sea materia de decreto, de tal manera que sea mas fácil 
alterarlo si es necesario hacerlo. Con relación a los incon- 
venientes anotables en las experiencias argentinas, brasile- 
ñas o españolas el más parecido es el fondo español, que 
no es nacional sino autonómico. 


En Cataluña hay una experiencia referida al personal 
con contrato a término, no exclusivamente en la industria 
de la construcción sino, también, en otras industrias donde 
el contrato a término es habitual; se llama Fondo de Amparo 
de Zafralidadá y acoge, también, a ciertos trabajadores que 
se dedican a tareas de cosechas agrícolas, además de los 
de la construcción. Allí hay determinados grupos de empresas 
que logran obtener cierta continuidad laboral, combinando 
las zafralidades de diversas áreas de las corporaciones que 
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producen. Es decir que el operario engancha contratos sucesi- 
vos por vía de una especie de coordinación laboral que provo- 
ca la propia corporación. La forma original en Cataluña del 
seguro de amparo para zafralidad preveía que el pago se hacía 
toda vez que cesara la relación laboral con una persona jurí- 
dica, independientemente de que «continuara la prestación 
laboral bajo condiciones laborales equivalentes a las ante- 
riores. Allí se creó lo que se llamó la industria del despi- 
do, que es el mecanismo por el cual tanto los empresarios 
como los operarios procuran generar el despido, porque eso 
se integra a la masa salarial percibida por el trabajador 
y permite determinado tipo de acuerdos. Dichos acuerdos fue- 
ron malos al punto que hubo que modificar la estructura. 


En el proyecto del señor Senador Lacalle Herrera se reco- 
ge algo de esto diciendo que hay un límite más allá del cual 
la frecuencia en recurrir al seguro de amparo va bajando 
el beneficio. Eso está recogido como iniciativa y como meca- 
nismo tomado de la experiencia catalana. 


En Argentina y en Brasil --que ha sido objeto de materia 
legislativa-- las modificaciones han sido menos fáciles y 
existe una industria del despido, que opera como en Cataluña, 
pero no es un régimen comparable porque es un seguro de despi 
do automático y, en el caso que estamos hablando, el régimen 
más parecido es el catalán, porque es un amparo a la zafrali- 
dad del tipo de la que está propuesta en este esquema. 


SEÑOR RIOS.- Por diferentes situaciones me tocó en alguna 
oportunidad estudiar el fondo de garantía por tiempo de servi 
cio que existe en Brasil. Este tiene la particularidad de 
ser general y no es individual para ninguna rama de la activi 
dad. 


El trabajador, en el momento de iniciar su relación labo- 
ral, tiene que manifestar su voluntad en el sentido de si 
se va a regir por el régimen general o por el fondo de garan- 
tía de trabajo por tiempo de servicio. No solamente se creó 
la industria del despido sino que en momentos de crisis el 
trabajador va generando --porque no está reglamentada la 
acumulación de la masa dineraria por el tiempo de servicio 
en diferentes actividades-- y acumulando una masa dineraria 
y, repito, en momentos de crisis le solicita al empresario 
que le dé su certificado. 


Por otro lado el empresario ha usado del fondo 
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--en la experiencia brasileña-- y en lugar de cubrir un pro- 
hlema como era el cobro de la indemnización por despido, 
ha hecho que existan mayor cantidad de despidos y poca profe- 
sionalización. Este fondo se ha usado de diferentes formas 
atípicas que tal vez puedan estar bien o mal intencionadas 
pero creo que hay un uso abusivo: del monto del dinero que 
existe a disposición del propio trabajador. Entonces, en 
vez de loqrar una garantía del cobro del despido sólo llega 
a ser un monto de dinero que es tentador para el trabajador 
así como para el empresario que quiera hacer uso del despido 
como un arma con varias finalidades. Repito que éste es un 
sistema ygyeneral para todas las ramas de la actividad. Por 
eso, lo parcial de este fondo es cubrir sectores que por 
su propia zafralidad no estén cubiertos. 


Repito que la experiencia brasileña ha sido bastante 
mala y hoy se está tratando de rever. El fondo no tiene una 
aplicación justa con respecto a lo que fue la finalidad en 
el momento de su creación. 


SEÑOR GNAZZO.- Señor Presidente: voy a ser breve. 


Como bien se dijo anteriormente la oportunidad que tene- 
mos los que actuamos en la actividad privada de poder expre- 
sarnos directamente ante un distinguido grupo de Senadores, 
no es común. 


Deseo referirme sintéticamente al espíritu del memorando 
que hace unos meses la Liga entregó a la Comisión con respec- 
to a un paquete de proyectos de ley. En él se hacia mención, 
fundamentalmente, a un aspecto que tiene que ver con el costo 
sobre el cual deseo que se haga hincapié. 


No es por capricho que las empresas atendamos ese aspec- 
to. En la construcción los costos no son solamente los perfi- 
les que podamos teóricamente elaborar sino que inciden, funda 
mentalmente, las empresas y los empresarios que están previen 
do, en estas circunstancias, los altibajos y los ciclos con 
profundas depresiones. Las empresas mayoritariamente compren- 
didas en la Liga de la Construcción --talleres, fábri- 
cas-- tienen un personal permanente y existe una planilla 
que más o menos se mantiene estable a pesar de las depresio- 
nes, y los costos fijos llegan a tener una incidencia tal 
que es importante para esas empresas --y es un poco el espíri 
tu que la Liga trató de reflejar en ese memorando presenta 
do-- tener un sistema normativo de toda la industria. En 
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este momento estamos hablando de un fondo de cesantía donde 
se comparte el espíritu de prever las circunstancias adversas 
en un caso de desocupación. No tenemos que olvidar que en 
el correr del tiempo se van generando otros proyectos que, 
quizá también por urgencias, se lleguen a aprobar. A veces, 
nos olvidamos que hay otras normas que han sido aprobadas 
anteriormente --y otras que vendrán en el futuro-- y todo 
carece de un sistema normativo que lleva a olvidar el con- 
trapeso de todas en su conjunto. 


Con respecto a este proyecto en sí no debemos olvidar 
que va a tener un costo para las empresas. Entendemos que 
ese costo --hablamos a título personal-- podría verse compen- 
sado --y es lo que queríamos reflejar-- con el famoso tema 
de la incorporación de los sectores excluidos en 1975 por 
una ley del Consejo de Estado. Mediante esa ley se excluyó 
una cantidad importante de sectores comprendidos por talleres 
y fábricas. En algún estudio hecho por la institución, la 
incorporación de esos sectores al aporte unificado signifi- 
caría una rebaja en el costo de la construcción, que bien 
podría compensar el costo mayor que representaría la incorpo- 
ración y la financiación de este sistema, que está expresado 
en el otro proyecto con agroximadamente un 3% de aporte. 


SEÑOR RIOS.- Es nuestro propósito hacer llegar a esta Comi- 
sión un memorándum con las respuestas a algunas de las pregun 
tas que formulara el señor Senador Olazábal, incluso, con 
referencia a experiencias realizadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece a los señores inte- 
grantes de la Cámara y la Liga de la Construcción la colabora 
ción brindada con sus reflexiones, enfoques y puntos de vista 
sobre este proyecto de ley. Oportunamente, les haremos llegar 
la versión taquigráfica de lo expresado en esta reunión. 


(Se suspende la .tema de versión taquigráfica a la hora 
11 y 22 minutos) 
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